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Este 22 de agosto tuvo lugar un enfrentamiento entre personas de la comunidad Zacate Grande. Un grupo acompañado por policías y militares  llegaron hasta Puerto Grande, Honduras, a fin de demandar títulos de propiedad que el Señor Miguel Facussé pretende entregarles. Las tierras históricamente han pertenecido a los pobladores que tienen más de cien años de vivir en el lugar. El enfrentamiento tuvo como resultado tres personas heridas. 


A estas acciones se suman otras como que este tres de junio un contingente compuesto por policías y militares de aproximadamente 300 efectivos incursionó alrededor de las 10:00 am en la península de Zacate Grande localizada en la zona sur de Honduras y rodearon la radio comunitaria de la región con el propósito de hacer efectiva una orden de desalojo. El operativo cerró el acceso a la radio colocando una cinta amarilla en la puerta con la leyenda “escena del crimen”.


La estación de radio La Voz de Zacate Grande transmite con 100 vatios de potencia y una cobertura de 25 kilómetros. Sus contenidos están dirigidos a asesorar a la población campesina de la comunidad, así como apoyar la tenencia de la tierra para la vivienda  y la siembra. La radio fue inaugurada el pasado 14 de abril de 2010, fecha en la que fueron golpeados integrantes de la emisora por la guardia privada de Miguel Facussé conocido terrateniente en Honduras. Posteriormente, el 17 de abril llegaron varios hombres vestidos de civil armados, asegurando provenir del Ministerio Público y exigieron ver el permiso de operación de la radio, así como los datos de las personas que ahí trabajan. El 20 de abril llegaron oficiales de la policía y rodearon la radio, unos días más tarde llegaron oficiales de la policía y de la Dirección Nacional de Investigación Criminal (DNCI) en su mayoría encapuchados. El 27 de abril el fiscal del Ministerio público, Marco Tulio campos, presentó ante el Juzgado de Letras sección Amapala un requerimiento pidiendo el desalojo y desmantelamiento de la citada radioemisora. 


El señor Miguel Facussé interpuso demandas penales en contra de los dirigentes del Movimiento de Recuperación de Titulación de las Tierras de Zacate Grande, Benito Pérez, Pedro Canales, Rafael Osorio, Danilo Osorio y Wilmer Rivera. El Juez Ariel Berrios del Juzgado de Letras sección de Amapala, ordenó la captura luego de una comparecencia pública el 31 de mayo, donde también dio sobreseimiento definitivo por cargo de defraudación fiscal en perjuicio del Estado de Honduras, en relación con la operación de la radio. 

La comunidad se encuentra en un proceso de demanda de titularidad de las tierras que ocupan desde hace más de 10 años y por tanto les pertenecen de acuerdo a la legislación hondureña. No obstante, fue iniciado y continúa un proceso penal en contra de 5 líderes comunitarios que presuntamente desacataron la medida judicial que indicaba el cierre y desalojo de la radio. El proceso agrario está dilatando sin razón justificada por lo que el inicio de procesos penales para perseguir a los integrantes de la radio y líderes comunitarios así como la utilización del ejército en operativos para cerrar la radio resulta excesivo y desproporcional. 

La persecución penal en contra de personas que ejercen el derecho a la libertad de expresión, en comunidades en situación de vulnerabilidad, constituye una vía excesiva, desproporcional e innecesaria. Estos hechos, por ser constitutivos de violación a los derechos humanos, contravienen tratados internacionales en materia de derechos humanos que Honduras se ha comprometido a cumplir y lo que los organismos internacionales han dicho en cuanto a que la vía penal sólo debe emplearse para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen y los pongan en peligro. El derecho penal es la última razón y su aplicación debe ser subsidiaria, es decir deben emplearse las vías menos lesivas, de no ser así su utilización resulta abusiva y criminalizante. 

Estos hechos se suman a otros actos de violación a los derechos humanos, en particular el derecho a la libertad de expresión en Honduras. 

Por tanto, quienes suscribimos esta carta expresamos nuestro rechazo en contra de esta política de criminalización en contra de integrantes de radios comunitarias en Honduras y hacemos las siguientes

Peticiones:

· Que el ministerio público  y el juez que integra la causa penal en contra de Marco Tulio Campos, Pedro Canales Torres, José Ernesto Laso, Wilmer Rivera Cabrera, Rafael Osorio, José Danilo Osorio, líderes comunitarios e integrantes de la Radio Comunitaria Zacate Grande se desista de dicha causa debido a que resulta excesiva, criminalizante y desporporcional. 

· Que las autoridades agrarias determinen cuanto antes la titularidad de las tierras de la comunidad Puerto Grande que conforme a derecho les corresponde. 

· Que las autoridades hondureñas cesen cuanto antes las acciones de persecución y criminalización en contra de las radios comunitarias y periodistas en general de este país. 
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�  Al respecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho: “(…) el Derecho Penal es el medio más restrictivo y severo para establecer responsabilidades respecto de una conducta ilícita (…) En una sociedad democrática el poder punitivo sólo se ejerce en la medida estrictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen o pongan en peligro. Lo contrario conduciría al ejercicio del poder punitivo del Estado.” Ver CoIDH caso Kimel vs. Argentina � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_177_esp.doc"��http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_177_esp.doc� 





